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  CONSTITUCIÓN: LA REFORMA INEVITABLE
Monarquía, plurinacionalidad y otras batallas


  Antón Losada - Javier Pérez Royo


  Tras leer este libro, los problemas constitucionales ya no le van a parecer lejanos ni aburridos a nadie. Nos conciernen, influyen en nuestras vidas y, ahora mismo, son la causa de un gran número de nuestros problemas. Javier Pérez Royo, uno de nuestros principales constitucionalistas, y Antón Losada, uno de los más destacados politólogos de nuestro país, han unido fuerzas en Constitución: la reforma inevitable para analizar la Carta Magna de 1978. Sus conclusiones son muy duras. Aunque ha sido útil muchos años, su deterioro hace que no sirva para resolver los actuales conflictos territoriales, sociales ni de régimen político. Su legitimidad está en entredicho. O se reforma de una vez, o hay que abrir un nuevo periodo constituyente. Y reformarla es casi imposible, pero inevitable.


  Los autores hacen una crítica a la historia oficial de la Transición, que de hecho fue una restauración de la Monarquía, con instituciones representativas, pero también con un perceptible déficit de legitimidad democrática. Para la derecha, la Constitución del 78 era lo máximo a donde se podía llegar. Para el resto del arco político, era solo un comienzo. Las carencias originales de legitimidad, todo lo que no se hizo porque aún no podía hacerse, jamás se han resuelto mediante reformas. Y si no se actualiza, una constitución muere.


  La Monarquía aparece como la clave de la mayoría de los problemas constitucionales. Los conflictos territoriales no encuentran solución. Las garantías del sistema de libertades y de derechos sociales están amenazadas.


  La discusión entre ambos autores se completa con una breve monografía de Javier Pérez Royo que resume y organiza todo lo hablado: «¿Reforma constitucional o periodo constituyente?».


  ACERCA DE LOS AUTORES


  Antón Losada dice ser «mariñano de A Mariña do Lugo». Y se declara xove. Nació en 1966. Es autor de los libros La política del mar (Istmo, 2001), Piratas de lo público (Deusto, 2014), Código Mariano (libros el diario.es, Roca, 2015), Los ricos vamos ganando (Deusto, 2016); ha publicado numerosos artículos académicos sobre nacionalismo, federalismo, estado del bienestar y políticas y gestión públicas. Es profesor titular de Ciencia Política de la USC, doctor europeo en Derecho y máster en Gestión Pública por la UAB. Fue secretario xeral de la vicepresidencia de la Xunta y secretario xeral de Relacións Institucionáis. Como politólogo, colabora actualmente en la Cadena SER, eldiario.es y El Periódico. Fue director general de Radiovoz y adjunto al consejero delegado de La Voz de Galicia.


  Javier Pérez Royo (Sevilla, 1944) es profesor de Derecho Político desde 1966 y de Derecho Constitucional desde 1983. Con Franco no había derecho constitucional. Realizó estudios en la Universidad de Tübingen y en el Max-Planck Institut de Heidelberg, así como en la Universidad de Minnesota. Como militante del Partido Comunista fue miembro de la comisión redactora del Proyecto de Estatuto de Autonomía para Andalucía. Ha sido rector de la Universidad de Sevilla y presidente de la Conferencia de Rectores de España entre 1988 y 1992. Es traductor de los Grundrisse y de las Teorías sobre la Plusvalía de Karl Marx. Es autor de un Curso de Derecho Constitucional que va por la 16ª edición. Durante muchos años fue analista político en El País y en la Cadena Ser, con Iñaki Gabilondo. En la actualidad publica sus artículos de política en eldiario.es y Ara. Ha corrido 36 maratones con una mejor marca de 2 horas y 46 minutos.


  Presentación


  La Constitución en la encrucijada


  ANTÓN LOSADA y JAVIER PÉREZ ROYO


  En el tiempo de tribulación que estamos atravesando, puede ser pertinente recordar que la Constitución española de 1978 es la única que ha abierto en nuestra historia un ciclo político-constitucional que no solo ha tenido, sino que continúa teniendo, una duración prolongada en el tiempo. Las otras cuatro Constituciones que dieron comienzo a los diferentes ciclos de nuestra historia constitucional, las de 1812, 1837, 1869 y 1931, todas ellas basadas en el principio de legitimidad propio del Estado constitucional, el principio de soberanía nacional o de soberanía popular, estuvieron vigentes muy pocos años. Y todas, también, fueron sustituidas bien por la negación pura y simple del Estado constitucional (con el retorno de Fernando VII en el caso de la Constitución de 1812 o con el Régimen del general Franco en el caso de la Constitución de 1931), bien por el tránsito del principio de soberanía nacional al principio monárquico-constitucional (como ocurrió con la sustitución de las Constituciones de 1837 y 1869 por las de 1845 y 1876). Durante la mayor parte, por no decir la casi totalidad, de nuestra historia constitucional el Estado realmente existente no ha descansado en un principio de legitimidad propio del Estado constitucional, sino en un principio abiertamente contrario a él. Así ocurrió con el Absolutismo de Fernando VII y con la Democracia Orgánica del general Franco, o con un principio monárquico-constitucional que, frente a la posición del rey, devaluaba la representación ciudadana mediante el derecho de sufragio.


  La Constitución de 1978 es la primera que, descansando en el principio de legitimidad democrática («la soberanía nacional reside en el pueblo español del que emanan los poderes del Estado», art. 1.2 CE), ha sido capaz de proyectar la vigencia de dicho principio en el sistema político y el ordenamiento jurídico del Estado de manera indefinida. Y lo ha hecho, además, sin que se haya suspendido su vigencia ni un solo momento en parte alguna del territorio, algo que tampoco ha ocurrido en ninguno de los ciclos anteriores de nuestra historia político-constitucional, en los que el recurso a los institutos de protección excepcional o extraordinaria del Estado, estado de excepción o de sitio, han sido frecuentes.


  La Constitución de 1978 ha presidido, pues, el periodo más prolongado no solamente de democracia sino de «normalidad constitucional» de toda nuestra historia, porque ha sido la única Constitución que ha conseguido que la sociedad española la aceptara, sin prácticamente ningún tipo de reserva, como Norma Jurídica. Es esa condición de «norma jurídica» de la Constitución lo que proporciona lo que bien puede llamarse normalidad al ejercicio de los derechos por los ciudadanos y al funcionamiento regular de los poderes del Estado. Esto solamente ha ocurrido en España de manera estable a partir del 29 de diciembre de 1978.


  Este periodo prolongado de normalidad constitucional es el que ha permitido que la sociedad española haya ido examinándose y aprobando con mejor o peor nota, pero aprobando, la casi totalidad de las asignaturas que no había conseguido aprobar antes de 1978.


  El compromiso entre Monarquía y Democracia, la compatibilidad de la institución monárquica con el principio de soberanía nacional/popular, ha sido, sin duda, la asignatura más importante de todas. La sociedad española no había conseguido hasta la fecha establecer la conexión entre ambas. El principio monárquico había sido siempre incompatible con el principio de soberanía propio del Estado constitucional, tanto con el principio de soberanía nacional en el siglo XIX como con el de soberanía popular en el XX. Esta incompatibilidad está en el origen de la ausencia de normalidad constitucional en nuestra historia, a la que antes hemos hecho referencia.


  A esta incompatibilidad es a la que pone fin la Constitución de 1978. El constituyente del 78 no pone en cuestión la Restauración de la Monarquía decidida en 1947 por el general Franco con la aprobación de la Ley Fundamental de Sucesión en la Jefatura del Estado; ahora bien, la define como Monarquía Parlamentaria con base en el principio de legitimidad democrática. «La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado», dirá el art. 1.2 CE, para añadir a continuación en el 1. 3 CE que «la forma política del Estado español es la Monarquía Parlamentaria».


  De esta manera la sociedad española ha conseguido, por primera vez con una Constitución monárquica, que no sea el monarca sino el pueblo español mediante el ejercicio del derecho de sufragio el árbitro de la competición política. En la Monarquía española del siglo XIX y primeros decenios del siglo XX el rey era el centro de gravedad del sistema político. En la Monarquía Parlamentaria del siglo XX y lo que llevamos de siglo XXI ese centro de gravedad lo ocupa el «pueblo español, del que emanan los poderes del Estado».


  Durante cuarenta años ha quedado superada, pues, en la práctica, la incompatibilidad entre Monarquía y democracia. Esta superación es irreversible. No es imaginable que se pueda volver a estas alturas de la historia a una forma política en que una magistratura hereditaria se convierta en su centro de gravedad. La Monarquía Española fue una opción en el pasado, pero ha dejado de ser una opción de futuro. La alternativa a la Monarquía Parlamentaria no es el retorno a la Monarquía Española, sino la proclamación de la República. En ninguna parte está dicho que sea así, pero todo el mundo sabe que es así.


  Con ello no queremos decir que la Monarquía Parlamentaria como forma política del Estado español esté definitivamente asentada. Se ha evidenciado que Monarquía y Democracia pueden ser compatibles, pero no está definitivamente dilucidado que la ciudadanía considere que la Monarquía deba ser parte inexcusable de su fórmula de Gobierno. Sobre este punto la sociedad española no ha tenido todavía la oportunidad de pronunciarse de manera inequívoca. La Monarquía no ha sido nunca objeto de debate y decisión por parte del poder constituyente del pueblo español. No lo fue, por supuesto, en las constituciones monárquicas del siglo XIX, pero tampoco lo fue en la Constitución de 1978. Hemos tenido cuarenta años de compatibilidad de Monarquía y Democracia y, como consecuencia de ello, ha habido una cierta legitimidad de ejercicio de la Monarquía Parlamentaria. Pero esta carece de legitimidad de origen. ¿Será suficiente esa legitimidad de ejercicio o habrá que someter en algún momento a referéndum la permanencia de la institución monárquica?


  El compromiso entre Monarquía y Democracia ha posibilitado que la sociedad española superara un obstáculo que había condicionado su capacidad de construir un Estado constitucional digno de tal nombre. Se trata de la existencia de un Poder Militar íntimamente vinculado a la Corona, que ha operado como un límite para el Poder Civil a lo largo de toda nuestra historia constitucional y como un «sustituto» del mismo con extraordinaria frecuencia, incluso de manera muy prolongada en el tiempo. Piénsese simplemente en las Dictaduras del general Primo de Rivera y del general Franco en el siglo XX. Aunque en el proceso constituyente de 1978 hubo dudas acerca del lugar de las Fuerzas Armadas en el edificio constitucional, y aunque el artículo 8 CE relativo a las Fuerzas Armadas reproduce casi literalmente el artículo 37 de la Ley Orgánica del Estado de 1967, desde el desenlace del golpe de Estado de 23 de febrero de 1981 el Poder Militar ha desaparecido por completo tanto de iure como de facto. La asignatura Poder Militar ha desaparecido del programa. No parece, en consecuencia, que vayamos a tener que examinarnos de ella.


  Las relaciones entre la Iglesia católica y el Estado español, que fueron extraordinariamente conflictivas en los dos procesos constituyentes anteriores con más protagonismo de la sociedad española —el que podríamos calificar de protodemocrático de 1869 y el democrático de 1931— no han dejado de ser una fuente de conflictos en nuestro tiempo, pero ni de lejos se puede equiparar la trayectoria de estos últimos decenios con la de aquellos años. La Iglesia española ha dejado de ser radicalmente incompatible con la democracia, como lo había sido en el pasado, aunque todavía no ha sabido encontrar su sitio en esta forma política. Tampoco el Estado español ha sabido encontrar para la Iglesia católica el lugar que debe ocupar en un Estado no confesional a estas alturas de la historia. Los Acuerdos con la Santa Sede de enero de 1979 son una buena muestra de ello. Tales Acuerdos no son ni inequívocamente compatibles ni inequívocamente incompatibles con la propia Constitución, aunque, en nuestra opinión, tienen más de lo segundo que de lo primero. En todo caso, no se avienen con lo que debería ser una Constitución «constitucional» en un Estado social y democrático de derecho digno de tal nombre.


  En lo que a la asignatura del reconocimiento y garantía de los derechos se refiere, no cabe duda del aprobado alcanzado desde la entrada en vigor de la Constitución. La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos es un buen canon con el que poder calificar la trayectoria de la democracia española en este terreno, que es la de cualquier otro país europeo occidental.


  El hecho de que no se haya tenido que recurrir a los instrumentos de protección excepcional o extraordinaria del Estado, estados de alarma, excepción y sitio previstos en el art. 116 CE, a diferencia de lo que ocurrió con asiduidad en la historia española anterior, es otro de los mejores indicadores de que disponemos. Los derechos fundamentales no han visto suspendida su vigencia ni un solo minuto en ninguna parte del territorio del Estado. Obviamente, este es un terreno en el que siempre se pueden detectar deficiencias. Y en el que hay que estar vigilantes constantemente porque es más difícil avanzar por él que retroceder. Pero, en términos generales, España es un país europeo occidental más en lo que al ejercicio y garantía de los derechos fundamentales se refiere.


  Mención especial merece el desarrollo de un sistema de relaciones laborales articulado en torno a la negociación colectiva y la fuerza vinculante de los convenios colectivos, que ha canalizado jurídicamente los conflictos sociolaborales de una manera continuada, algo desconocido en nuestra historia anterior. Es este un terreno en el que en los últimos años hemos asistido a un retroceso muy notable.


  Nuestra fórmula parlamentaria de Gobierno ha permitido resolver el problema de la alternancia en el poder desde relativamente pronto y de manera reiterada, lo que no ha sido frecuente en el constitucionalismo comparado. En menos de cuatro años desde la entrada en vigor de la Constitución, en octubre de 1982, el Gobierno del partido que había dirigido la «Transición» y había ganado las primeras elecciones constitucionales en 1979, UCD (Unión de Centro Democrático), presidido por Adolfo Suárez primero y Leopoldo Calvo Sotelo después, fue sustituido por el PSOE (Partido Socialista Obrero Español), presidido por Felipe González. En la década de 1990 volvería a producirse la alternancia con la llegada al Gobierno del PP (Partido Popular), presidido por José María Aznar, en 1996. En la primera década del siglo XXI, en las elecciones de 2004, vuelve al Gobierno el PSOE bajo la presidencia de José Luis Rodríguez Zapatero y en la segunda década, en 2011, volverá al Gobierno el PP bajo la presidencia de Mariano Rajoy. Se trata de un indicador de éxito democrático realmente formidable. Piénsese simplemente como punto de referencia que en Alemania (con la Ley Fundamental de Bonn), y en Francia, (con la Constitución de 1978), transcurrieron más de veinte años antes de que se produjera la primera alternancia en el poder.


  También en muy poco tiempo, tras la entrada en vigor de la Constitución, la sociedad española pasó el examen de la asignatura constitucional más difícil, la de la transición de un Estado unitario a un Estado políticamente descentralizado. De esta asignatura, la sociedad española únicamente había tenido la oportunidad de presentarse a algunos exámenes parciales durante la Segunda República: el de Catalunya, sobre todo, pero también el del País Vasco y Galicia. La sublevación militar de julio de 1936 y la guerra civil desatada a continuación impidieron que el examen pudiera extenderse a las demás regiones. Con la Constitución de 1978, por el contrario, entre finales de 1979 (en que se inició el proceso con la negociación de los Estatutos de Autonomía de País Vasco y Catalunya) y 1981 (en que se firmaron los primeros pactos autonómicos entre el Gobierno de UCD y el PSOE) se produjo una territorialización completa del Estado en diecisiete comunidades y dos ciudades autónomas. En 1983 ya se habían constituido todas con la aprobación de los correspondientes Estatutos de Autonomía y se habían celebrado las primeras elecciones autonómicas en todas ellas. En 2017 ya se han celebrado once elecciones en Catalunya y entre nueve y diez en las demás comunidades. En derecho comparado no es fácil encontrar un proceso de descentralización política tan intenso en tan poco tiempo.


  Por último, también en la primera década de vigencia de la Constitución se produjo la incorporación de España a las Comunidades Europeas haciendo realidad lo que, desde finales del siglo XX, era un objetivo intensamente deseado por la sociedad española. Con ello la España democráticamente constituida accedía a lo que se puede calificar como el club de Estados democráticos más exigente del mundo, obteniendo de esta manera lo que podríamos llamar un sello de calidad intangible, pero de valor incalculable.


  El impulso constitucional de la «Transición» ha sido, pues, el impulso más fecundo de nuestra historia. Desde una perspectiva democrática, el proceso constituyente de 1931 fue más genuino que el de 1975-78, pero las condiciones en las que tuvo que expresarse el intento de la Segunda República impidieron estabilizar una democracia operativa durante el tiempo mínimo imprescindible para que echara raíces. En 1975-78, por el contrario, el proceso constituyente fue mucho menos genuinamente democrático, hasta el punto de que no se llegó siquiera a abrir expresamente como tal, ya que no se debe olvidar que los comicios del 15 de junio de 1977 no fueron convocados como elecciones a Cortes Constituyentes, sino que fue el resultado electoral de aquellos lo que hizo que las Cortes elegidas se acabaran convirtiendo en constituyentes. Sin embargo, las circunstancias en las que se ha construido el Estado definido en la Constitución de 1978 han posibilitado que la experiencia esté siendo duradera y que el Estado democrático haya echado raíces en nuestro suelo.


  En buena lógica, el futuro constitucional del país debería presentarse despejado. Con problemas, con recesiones incluso, como ocurre en todos los países democráticamente constituidos, porque los conflictos no desaparecen nunca, pero con instituciones y procedimientos a través de los cuales darles respuesta. Mediante los procedimientos de «reforma» (artículo 167 CE) o de «revisión» (artículo 168 CE), la sociedad española debería ser capaz de resolver políticamente, y de manera jurídicamente ordenada, cualquier problema con el que tuviera que enfrentarse. Es lo que suele ocurrir en los demás países occidentales europeos con sus procedimientos de reforma constitucional, que son similares, por lo demás, a los que prevé la Constitución española. En todos, la renovación del sistema político democrático de una manera jurídicamente ordenada está garantizada mediante el instituto de la reforma constitucional, y a nadie se le ocurre que no vaya a ser así. Periódicamente hacen uso de la reforma constitucional y renuevan de esta manera la legitimidad constituyente originaria.


  En España no es así. La reforma de la Constitución es la última asignatura de la que la sociedad española tiene que examinarse. Porque todavía no lo ha hecho. Ni antes de 1978 ni después. Las dos reformas que se han producido de la Constitución de 1978 —la relativa al artículo 13 CE, a fin de que fuera posible la ratificación del Tratado de Maastricht, y la relativa al artículo 135 CE, aceptada en medio de lo que podríamos calificar de un «estado de necesidad financiera»— no han sido propiamente reformas constitucionales españolas, sino incidentes en el proceso de construcción de la Unión Europea. Porque lo que se llamarían propiamente reformas constitucionales nacidas del seno de la sociedad española y debatidas y aprobadas como deben serlo de acuerdo con lo previsto en la Constitución, no es que no se hayan aprobado, sino que no se han siquiera intentado.


  La única propuesta de reforma constitucional que se ha avanzado desde la entrada en vigor de la Constitución fue la de José Luis Rodríguez Zapatero en su primera legislatura como presidente del Gobierno. En el programa del PSOE para las elecciones generales de 2004 figuraba una propuesta de reforma constitucional limitada a los siguientes cuatro extremos: poner fin a la preferencia del varón en la sucesión de la Corona; recepción del proceso de construcción de la Unión Europea; inclusión de la denominación de las comunidades autónomas y reforma del Senado. Una vez investido presidente, José Luis Rodríguez Zapatero encargó al Consejo de Estado la elaboración de una propuesta de reforma, a fin de que, tras su estudio, el Gobierno elaborara un Proyecto de Ley de Reforma de la Constitución que pudiera ser remitido a las Cortes para su tramitación como tal. El Consejo de Estado cumplió el encargo y elaboró un dictamen con una propuesta de reforma constitucional que se hizo llegar al Gobierno. Pero hasta ahí llegó el recorrido de la propuesta. Ante la certeza de que no sería posible alcanzar en ninguna de las cámaras la mayoría exigida para la reforma, el Gobierno ni siquiera aprobó un Proyecto de Ley. En ninguna de las legislaturas posteriores se ha llevado a las Cortes ningún proyecto o proposición de ley de reforma constitucional y, en consecuencia, todavía hoy no se ha abierto ningún debate en sede parlamentaria.


  Esta es la mayor amenaza que pesa sobre la Constitución. La reforma es la institución mediante la que se renueva el vínculo entre la legitimidad de origen y la legitimación de ejercicio en el Estado constitucional. Un Estado no puede vivir indefinidamente de la legitimidad constituyente originaria, por muy fuerte que esta sea. El paso del tiempo inevitablemente debilita dicha legitimidad y puede llegar a hacerla desaparecer. Esta es la razón por la que las constituciones tienen cláusulas de reforma. Para que se pueda renovar de manera jurídicamente ordenada la voluntad constituyente originaria.


  Esta es la razón por la que la reforma es, también, un instituto exclusivamente constitucional. Las leyes no tienen cláusulas de reforma. Únicamente la Constitución las tiene. A través de ellas el constituyente originario indica de qué manera se tendrá que renovar su manifestación de voluntad, en la que descansan el sistema político y el ordenamiento jurídico del Estado constitucional. No hay Estado que pueda mantenerse como un Estado democráticamente constituido sin hacer uso de la reforma constitucional. La evidencia empírica en este terreno es concluyente.


  La sociedad española no ha hecho uso de la reforma constitucional prácticamente nunca a lo largo de toda su historia. Y se resiste a hacerlo. Y cuanto más se prolongue la resistencia, mayor será el riesgo de descomposición de su sistema político y de su ordenamiento constitucional. No porque los problemas con los que tiene que enfrentarse la sociedad española sean inmanejables, sino porque acabarán siéndolo si no se les hace frente mediante la reforma constitucional. Toda sociedad democrática tiene que saber que la reforma de la Constitución no es una opción. Es una necesidad.


  La democracia como forma política no puede mantenerse de manera indefinida como tal sin hacer uso del procedimiento o de los procedimientos de reforma constitucional. El principio de igualdad es el eje en torno al cual gira la sociedad democrática. Y ese es un principio que está en perpetuo movimiento. Avanza o retrocede, pero nunca está inmóvil. De ahí que, por muy sabio que haya sido el constituyente originario, la evolución de la sociedad como consecuencia de los avances y retrocesos del principio de igualdad siempre acaba desbordando el marco para la convivencia pacífica previsto en la Constitución. El desajuste entre la realidad y la Constitución que inevitablemente tiene que producirse, si no se corrige, acaba conduciendo a la destrucción del sistema.


  Se diría que a la sociedad española se le está agotando el tiempo para iniciar un proceso de reforma constitucional. La combinación de una crisis económica de una envergadura extraordinaria que, a partir de 2008, alteró profundamente el contrato social en el que había descansado la convivencia pacífica desde la entrada en vigor de la Constitución, con una crisis territorial desde 2010, que alteró también profundamente el pacto constituyente en lo relativo a la integración de las «nacionalidades y regiones» en el Estado, ha conducido a un deterioro enorme de nuestro sistema político, que no puede seguir operando como lo ha hecho durante estos últimos decenios como si no pasara nada.


  Aunque la España de la Primera Restauración y su Constitución «canovista» tienen poco que ver con la España de la Segunda Restauración y su Constitución «democrática», y en consecuencia no tiene mucho sentido hacer una comparación general entre una y otra, sí hay un extremo en el que la comparación es pertinente: la trayectoria de ambas en lo que a la reforma constitucional se refiere.


  En la España de la Primera Restauración, tras la crisis del 98, se pusieron en circulación múltiples proyectos de reforma de la Constitución, que partían todos de un diagnóstico común: el sistema político de la Constitución de 1876 estaba agotado y había que proceder a reformarlo en profundidad si no se quería que el edificio constitucional acabara saltando por los aires. Mariano García Canales publicó en 1981, a los pocos años de la entrada en vigor de la Constitución de 1978, un artículo titulado «Los intentos de reforma de la Constitución de 1876» (Revista de Derecho Político, núm. 8), donde en cierta manera estaba advirtiendo al nuevo régimen de que la reforma constitucional era una perspectiva que no se podía dejar de tener presente si de verdad se quería garantizar su supervivencia de manera indefinida.


  En dicho artículo el profesor García Canales da cuenta de que los intentos de reforma de la Constitución de 1876 no pasaron de ser intentos y que ninguno de ellos llegó siquiera a tramitarse parlamentariamente. La discusión sobre la reforma quedó en el ámbito académico o de medios de comunicación, pero nunca llegó a convertirse en un debate político canalizado institucionalmente, y esta era la única forma en que la reforma podía hacerse realidad. El resultado es conocido. El sistema político de la Constitución de 1876 se hundiría en 1931 al entrar en contacto con una manifestación tan oblicua del sufragio universal como fueron unas elecciones municipales.


  En la España de esta Segunda Restauración nos está ocurriendo algo parecido. España es, posiblemente, el país del mundo en el que más se debate sobre la reforma de la Constitución. Luis Gordillo publicó en 2012 un «Repertorio bibliográfico sobre la reforma constitucional» (Teoría y realidad constitucional, núm. 29), que ocupó veinticinco páginas de letra apretada de la revista. Desde 2012 hasta hoy deben de haberse publicado unos cien estudios más, limitándonos a monografías y artículos de revista, y dejando de lado los artículos en los medios de comunicación propiamente dichos.


  El debate sobre la reforma de la Constitución de 1978 ha dado muchísimo más que hablar y escribir que el debate sobre la reforma de la Constitución de 1876, pero no está nada claro que el resultado final no vaya a ser el mismo y puede que no haya un solo proyecto o proposición de reforma constitucional que acabe formalizándose en los términos que la Constitución exige.


  Es obvio que la deriva hacia la independencia del nacionalismo catalán, que ha sido una pieza clave en la construcción del Estado de las Autonomías, no facilita que se active un proceso de reforma constitucional. Pero antes de que se produjera esa transición de la autonomía a la independencia por parte del nacionalismo catalán tampoco se vislumbraba que tal proceso pudiera activarse.


  Nadie puede llamarse a engaño. El pacto constituyente podría haberse ido actualizando mediante la reforma constitucional a lo largo de estos últimos decenios, como suelen hacerlo los demás países europeos occidentales. No parece que haya habido dudas (desde antes incluso de la entrada en vigor de la Constitución) de que el Senado es una Cámara cuya composición real contradice su definición constitucional como «Cámara de representación territorial». Es, además, una Cámara materialmente anticonstitucional, en la medida en que esa misma composición ignora de manera flagrante el principio de igualdad. Y, sin embargo, no ha habido ni un solo proyecto o proposición de reforma de esa cámara que se haya tramitado parlamentariamente.


  No ha existido voluntad de reforma a lo largo de estos decenios. Con la excepción del tímido intento de José Luis Rodríguez Zapatero de 2004, no ha habido por parte de ninguno de los otros presidentes de Gobierno la más mínima tentativa de activar el procedimiento de reforma constitucional. Incluso la reforma del artículo 13 CE, obligada por el Tratado de Maastricht, se trató de evitar con un informe favorable del Consejo de Estado, por si acaso con eso bastaba. Fue el Tribunal Constitucional el que tuvo que imponerla.


  Ha habido a lo largo de estos años un temor a lo que coloquialmente se denominaba «abrir el melón» de la reforma constitucional, sin advertir que el coste de la no reforma puede ser superior al de la reforma. Iniciar un proceso de reforma puede generar inseguridades y no está exento de riesgos. Pero no iniciarlo puede ser mucho peor. El riesgo de que el sistema político español implosione, si no se lo reforma, está en el horizonte no lejano.


  ¿Será capaz de entenderlo así el Gobierno constituido tras la moción de censura? Es obvio que con el PP en la presidencia del Gobierno pensar en la posibilidad de la reforma de la Constitución era sencillamente imposible. A lo largo del libro encontrarán los lectores las razones por las que pensamos que es así. La sustitución de Mariano Rajoy por Pedro Sánchez abre una ventana de oportunidad. En sus manos y en las de todos los ciudadanos está el saber aprovecharla… O no.


  PRIMERA PARTE


  Dónde estamos y por qué estamos aquí


  La caída del sistema


  ANTÓN LOSADA


  La economía por ella sola no nos va sacar de esto que llamamos crisis, pero que bien podríamos acabar llamando normalidad. La Gran Recesión ha representado una quiebra económica, pero también ha supuesto una formidable crisis política e institucional. No basta con arreglar la economía, necesitamos la ayuda de la política y las instituciones, pero hasta fecha reciente estas solo parecían haber sabido añadir más bloqueo y acreditar su incapacidad para suministrar respuestas. El triunfo de la moción de censura presentada por Pedro Sánchez, junto con la pérdida del poder por parte del Partido Popular, han marcado un punto de inflexión y han acreditado que nuestro sistema institucional sí puede suministrar respuestas y salidas cuando los actores políticos saben manejarlo.


  En el año 2008 España se presentaba a sí misma ante el mundo como la «octava potencia mundial». Nos gustaba decir que éramos un país moderno y avanzado que, después de una transición ejemplar a la democracia, había sabido armar unas instituciones democráticas eficaces y competentes. En el centro de ese relato se situaba, como uno de nuestros mayores éxitos colectivos, la Constitución de 1978, que se convirtió en una especie de seguro de vida democrático. Un seguro administrado por el bipartidismo y que no se podía tocar sin poner en riesgo todos los éxitos alcanzados.


  Hoy en día, España solo se presenta como una marca de márquetin. España se ha convertido de nuevo en aquel Estado gris, cansino y triste, gobernado por el miedo, que ha protagonizado casi toda nuestra historia. Corona, Parlamento, administraciones, Gobiernos, partidos, tribunales, medios de comunicación… nadie está a salvo de la quema y nadie parece capaz de superar sus propios bloqueos y carencias. Las instituciones deben suministrar equilibrio, reglas y certidumbres; pero hasta la fecha han proporcionado más bien imputaciones, sorpresas y confusión. Si no saben cumplir con sus compromisos, se vuelven inútiles y, tarde o temprano, acaban por descomponerse.


  La madre de todos nuestros problemas puede que resida en que nuestras instituciones se han convertido en las fuentes principales de desequilibrio, desorden e incertidumbre. La gran mayoría de los ciudadanos percibe con claridad dos Españas, la institucional y la real, cada vez más distantes y desconectadas. En la España institucional nunca pasaba nada y solo había que esperar a que pasase la tormenta para que las aguas de la política o la economía volvieran a su cauce. En la España real, todo fluye y cambia y busca una salida, como el agua en las mareas o en las inundaciones.


  Estamos ante la evidencia de que la gran mayoría va a pagar con el futuro de sus hijos los excesos de una minoría que se ha hecho más fuerte con la crisis; y se ha constatado que la Constitución de 1978 no se podía tocar sin poner en riesgo la democracia… hasta que a esa minoría le interesó tocarla; se han ido sucediendo las campañas de acoso y derribo institucional para cambiar el país sin decirlo en las urnas, para devaluar la política, los partidos, los sindicatos, los movimientos civiles o la mismísima democracia; y las carencias de la cultura política de una sociedad que ha invertido apenas nada en pedagogía política, han convertido aquel reluciente y vistoso diseño institucional en un inmenso decorado en el que salirse del guion se paga muy caro. Hoy muchos ciudadanos han aprendido que en España se podía hablar de todo en democracia, pero mientras no fuera en serio y no se pretendiera pasar de la teoría a la práctica. Porque la cruda realidad es que las cosas importantes y que realmente nos afectan se deciden en otra parte.


  Se puede hablar de la banca, del diseño del Estado, de la Corona o de los partidos, pero siempre que no se pase de la especulación o el buenismo. La Constitución del 78 no suponía, como pensábamos muchos, la casilla de salida de un viaje hacia un país democráticamente avanzado. Era el final del camino, lo más lejos a lo que estarían dispuestos a llegar los conservadores. La crisis económica, y el consiguiente asalto a la misma idea de Estado del Bienestar, han traído consigo el inicio de una marcha atrás política e institucional. La operación trata de desmontar las políticas de bienestar para reducir el tamaño del gasto público y mantener el escudo fiscal que protege en España a los verdaderos propietarios de la riqueza. Y esa operación demandaba cambios en nuestro sistema político e institucional que lo hagan posible.


  En España la política siempre ha tenido mala fama, igual que la descentralización del poder. Esta última se dice que complica y pluraliza la toma de decisiones y hace mucho más difícil su control, mientras que la política implica negociación, diálogo y conflicto y redes de actores que se movilizan en defensa de sus intereses y dispone de recursos para promoverlos. Hay que argumentar, convencer, negociar, pactar, ceder, ganar votaciones, construir consensos. La política es pública, se hace ante los medios de comunicación, en la calle, en los ambulatorios, en las iglesias; a veces, incluso, hay que dar cuenta de las decisiones.


  Para no pocos, entre nosotros, la política representa un coste que ellos prefieren ahorrarse. La descentralización del poder, un modelo como el Estado de las Autonomías, multiplica según esa hipótesis los costes y las dificultades para quienes han hecho de la captura de los recursos públicos una forma de enriquecerse y preservar su poder. La descentralización supone múltiples centros de decisión y control, más escenarios institucionales, más redes de actores que gestionar, más debates que afrontar y más votaciones que ganar para tomar decisiones más limitadas en su alcance y volumen, más negociaciones y conflictos, más control por parte de una opinión pública que entiende y percibe con mayor claridad los efectos de las diferentes alternativas a elegir, también más posibilidades de resistencia o rechazo a nuevos intentos de privatización de lo público.


  Desde el punto de vista de las élites económicas y políticas siempre resulta más fácil y barato manejar un Estado fuertemente centralizado con pocos centros de decisión y control. Implica un único escenario institucional y una red de actores más pequeña y selectiva, grandes decisiones que mueven ingentes cantidades de recursos. Un Estado fuertemente centralizado permite las privatizaciones masivas, aleja las decisiones del control de una ciudadanía a la que le resulta bastante más complejo tanto percibir con claridad las consecuencias de las decisiones que puedan adoptarse como organizarse para promover o resistir una alternativa concreta.


  En democracia se delibera y se decide. La legitimidad democrática requiere convencer en el proceso de deliberación y sumar la mayoría para la toma de la decisión. Exige explicaciones, rendición de cuentas, ganar votaciones, afrontar debates. La lógica incontestable de la austeridad y las políticas de sufrimiento masivo como consecuencia inevitable de la crisis económica reduce la toma de decisiones a un aparentemente simple y neutro análisis de costes. La legitimidad democrática supone un problema para los austericidas. De ahí que pretendan sustituir una por otra. Una sustitución que parece bastante más posible en un modelo de Estado centralizado, vertical y jerarquizado que en un modelo de Estado descentralizado, horizontal y de gobiernos multinivel.


  El modelo del 78 ha concluido su ciclo vital. Resulta evidente que la derecha española, la vieja derecha que representa el PP y también la nueva que representa Ciudadanos, tiene un proyecto alternativo y pretende seguir implementándolo sin complejos. Quiere un Estado más barato, fuertemente centralizado y jerarquizado, al servicio de la producción y lo privado y donde solo puede existir una única nación: la española.


  La izquierda y los promotores de lo público se debaten en cambio entre la confusión y el pánico al vacío que ha facilitado a Mariano Rajoy mantenerse en el poder hasta el inesperado éxito de la moción de censura aprobada el primero de junio de 2018. Es una izquierda incapaz de construir sin complejos un nuevo proyecto de bienestar común que acepte la realidad de un territorio donde conviven diferentes comunidades poseedoras de claras y potentes conciencias nacionales. Es timorata a la hora de defender una alternativa, porque eso exige promover un nuevo proyecto constitucional que responda tanto a la demanda mayoritaria de más bienestar como a la demanda mayoritaria de más autonomía y autogobierno de las comunidades que tienen sentimiento nacional.


  * * *


  Antón Losada (A. L.): Para hablar de lo que ocurre en torno a los problemas que tiene a día de hoy la Constitución española, debemos empezar preguntándonos dónde estamos y cómo hemos llegado hasta aquí. Trataré de sintetizar la situación actual. Tengo la teoría de que en 1978, a la hora de hacer la Constitución, se produjo un pacto que estuvo muy forzado por las circunstancias. Allí se impuso aquello que dice Bismarck de que la política siempre es el arte de lo posible. La mayoría de los actores optaron no por lo óptimo sino por lo que era posible en aquel momento. Y se llegó a un pacto no escrito en el cual todo el mundo renunció a algo de lo que pretendía conseguir a fin de encontrar un denominador común de coincidencia. Pero la lectura de ese acuerdo, desde el minuto uno, fue diferente según quien la hiciera. Estoy convencido de que la derecha española siempre ha entendido la Constitución del 78 como un límite, como un tope: «Esto es lo máximo, esto es lo que estamos dispuestos a ceder en el modelo territorial, en derechos y libertades, en la construcción del Estado del bienestar, etcétera». La izquierda y los nacionalistas, en cambio, entendieron ese texto constitucional como un punto de partida, de arranque. Era lo que se podía hacer en aquel momento. Pero se planteaban como objetivo desarrollar y fortalecer ese comienzo conforme se fuera consolidando la democracia. Yo creo que ese pacto se fue reforzando debido al dominio aplastante del bipartidismo político que se produjo enseguida, y que además se confirmó gracias sobre todo al enorme esfuerzo que hizo la derecha por consolidar un gran partido de derechas, que no existía en el 78. Sí había un gran partido en la izquierda, que era el Partido Socialista, que además consiguió hacerse con la supremacía dentro de ese espacio. Pero en la década de 1990 se produjo un proceso de construcción de la derecha que suponía integrar en uno solo a al menos tres partidos del espacio conservador (los liberales, los demócrata-cristianos y Alianza Popular). Y esa unificación fue lo que consiguió el Partido Popular a finales de la década de 1990, en el arranque del siglo XXI. En ese momento el sistema del 78 estaba consolidado. Y se podría haber iniciado a partir de ahí un camino de reforma y transformación y ampliación de los pactos consagrados en la Constitución del 78.


  De este modo se hubiera podido responder a las demandas de una parte de la izquierda y sobre todo a las de los partidos nacionalistas. La primera respuesta que nos encontramos fue en la dirección contraria, que es la de los Gobiernos de José María Aznar, sobre todo en la segunda legislatura. Para mí es una de las grandes incógnitas de la historia reciente española: ¿por qué, después de una primera legislatura de Aznar, donde yo creo que la experiencia de Gobierno con el apoyo de los nacionalistas fue satisfactoria para el PP, surgió luego esa reacción tan furibunda y de recentralización? Porque lo cierto es que la hubo. En las políticas de todos los campos: en el Estado de las autonomías, en la educación, en las políticas de gasto… Yo creo que esta es una de las grandes incógnitas cuya explicación, yo por lo menos, no acierto a encontrar. Ahí se produce una tensión enorme entre el nacionalismo y el PP, que es explotada electoralmente por este último partido. La estrategia del aznarismo en ese momento consiste en presentarse como la pieza clave que garantiza la seguridad, que ejerce de stopper frente a las demandas nacionalistas. Y Aznar pudo escenificar muy bien ese papel que se autoatribuye con su reacción ante el primer desafío serio que se le plantea al régimen del 78: el plan Ibarretxe. Un plan que es desactivado fundamentalmente, en mi opinión, por dos razones: una, porque el bipartidismo en aquel momento suponía un ochenta por ciento del voto; y dos, porque estaba la violencia y la sombra de ETA en todo el proceso.


  La derrota del Partido Popular y de Rajoy, y la irrupción de Zapatero y del PSOE en abril de 2004 abre una oportunidad, yo creo que la última, de intentar encajar las demandas del nacionalismo y de una parte de la izquierda en el régimen del 78 sin alterar sustancialmente la Constitución. De hecho, Zapatero llegó a poner encima de la mesa una propuesta de reforma constitucional, aunque bastante limitada. Se lanza entonces la idea de la España plurinacional, se juega con esa idea, y de hecho Zapatero gana las elecciones lanzando el mensaje de que el PSOE es capaz de integrar las diferentes sensibilidades. Se resumió en aquella frase, muy afortunada en mi opinión, de que el PSOE es el partido que más se parece a España por las múltiples pluralidades y sensibilidades que alberga. Cuando entonces aparece la demanda catalana, la intenta canalizar a través de un Estatut que ya es «cocinado» en el Parlament dentro del régimen del 78 y que luego será cepillado con intensidad en el Congreso de los Diputados. El nacionalismo catalán sigue en ese momento todos los pasos previstos por la Constitución: se guía por el manual constitucional y empieza presentando la reforma, a renglón seguido esa reforma se pacta entre los dos parlamentos, el autonómico y el Congreso de los Diputados, que es el sistema establecido en nuestra Constitución, y finalmente el Estatut aprobado por ambas instituciones es aprobado en referéndum. Evidentemente, es un Estatut bastante por debajo de las pretensiones originales del nacionalismo catalán. Pero fue aprobado por quien debía hacerlo según la Constitución. Sin embargo, la derecha no acepta el funcionamiento de ese sistema de reforma y de pacto y lleva el nuevo Estatut al Tribunal Constitucional incluso a pesar de haber sido aprobado por un referéndum. El Constitucional dicta su sentencia, y a mí me da la sensación de que el problema de esa sentencia no viene tanto del contenido, que también, sino de lo que representa. Al hecho de que un tribunal tan discutido y tan deslegitimado en aquel momento, y tan sometido a los vaivenes partidistas, sea capaz de actuar como un elefante en una cacharrería. Porque hay que pensar lo que significa que el TC se ponga a discutir una decisión que ya ha sido refrendada por dos parlamentos y por un cuerpo electoral como el catalán. Yo creo que ahí es donde, efectivamente, el nacionalismo catalán comprueba que no es posible el encaje de sus pretensiones en la vigente Constitución de 1978. Así, desde 2012 las calles de Catalunya se han llenado de gentes que no empezaron pidiendo la independencia sino ser reconocidos y tratados como una nación y que solo han obtenido una única respuesta: no a todo.


  Y eso nos lleva a la situación actual, donde una parte importante del nacionalismo catalán dice que la única solución es romper, forzar una ruptura, y esta por su parte nos conduce a la aplicación del Gobierno Rajoy del artículo 155 de la Constitución, una aplicación que no es ni mucho menos episódica o fruto de unas circunstancias puntuales. No me parece una anomalía coyuntural en un sistema que va a volver a la normalidad, sino el síntoma de una crisis muy profunda de la Constitución del 78, que sirvió para lo que sirvió, pero que en estos momentos está completamente superada por las demandas, por la realidad, por las expectativas de muchos de los actores… En estos momentos nos encontramos en una situación donde, por un lado, están todos aquellos que consideran que la Constitución del 78 ya no es un marco donde se puedan buscar soluciones satisfactorias. Y, por otro, tenemos al grupo de actores que se ha apropiado de la Constitución del 78 y la ha convertido en algo que como es solo de ellos, pueden utilizarla como herramienta de combate político y como herramienta para señalar al adversario… Y después hay una especie de tercera vía, que no acaba de definirse muy bien, formada por los que creen que entre esas dos posiciones a lo mejor es posible encontrar algún camino intermedio de acuerdo. Esa es la situación en la que seguimos ahora, pese al alivio que ha supuesto el cambio de Gobierno y la llegada de Pedro Sánchez a la Moncloa con un gabinete de perfil más abierto y dispuesto al diálogo como herramienta principal de su acción política. Una situación de auténtica crisis, de quiebra de un sistema que ya no es capaz de integrar ni de dar satisfacción a las múltiples demandas que debe procesar.


  Javier Pérez Royo (J. P. R.): Estoy de acuerdo en que, por lo que a la Constitución territorial se refiere, nos podemos encontrar ante una situación de quiebra. No se puede desconocer que el artículo 155 ha estado en vigor durante unos meses y que con la investidura de Quim Torra como president se ha levantado su aplicación. Tampoco se puede desconocer que la aprobación de la moción de censura y la formación de Gobierno por parte de Pedro Sánchez no es un cambio menor respecto de la situación en que nos encontrábamos. Pero todavía estamos lejos de una vuelta a la normalidad y ni siquiera es seguro que se pueda volver a ella, si por normalidad entendemos lo que ha sido el ejercicio del derecho a la autonomía desde la entrada en vigor de la Constitución hasta 2012, en que en Catalunya se pone en marcha el procés con los ensayos de convocatoria de un referéndum para que los ciudadanos decidan si Catalunya se constituye o no en un Estado independiente. Creo, por tanto, que tienes razón al considerar la aplicación del 155 como un certificado de quiebra de la Constitución territorial diseñada en 1978. Pienso que es así porque, aunque es verdad que el artículo 155 se ha aplicado exclusivamente en Catalunya, no lo es menos que la Constitución territorial fue diseñada en 1978 con la finalidad de posibilitar la integración en el Estado de Catalunya; no solamente de Catalunya, pero sobre todo de Catalunya. Lo que tiene en la cabeza el constituyente del 78 es la experiencia de 1931. Hay que evitar que Catalunya pueda volver a caer en la tentación de hacer su Estatuto de Autonomía al margen de la Constitución española. Y puesto que en el 78 el reconocimiento de la autonomía de Catalunya es insoslayable, hay que hacer una Constitución en la que se incluya el instrumento jurídico a través del cual se pueda conseguir la integración de Catalunya dentro del Estado. Es de aquí de donde viene la incorporación del término «nacionalidades» a la Constitución. En la de 1931 se incorporó por primera vez el término «regiones» a nuestros textos constitucionales. En la Constitución de 1978 se conserva el término «regiones», pero se le antepone el término «nacionalidades». «Nacionalidades y regiones» es el orden en que figuran ambos términos en el artículo 2 de la Constitución.
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